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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Gerardo Amarilla. 


MIEMBROS: Señores Representantes José Andrés Arocena, Andrés Lima, Graciela Matiauda Espino, 
Pablo Mazzoni, Edgardo Rodríguez y Mario Silvera. 


CONCURREN: Señores Representantes Gustavo Cersósimo y Carmelo José Vidalín Aguirre. 


INVITADOS: — Por la Asociación de Funcionarios del Ministerio de Vivienda, Territorio y Medio 
Ambiente, señor Alejandro Brunet, Presidente en ejercicio y señoras Rosana Berrini y 
Astrid Sánchez. 


Por la Asociación de Escribanos del Uruguay, filial San José, escribanas Laura Machín, 
Silvana Catepón y Virginia Rodríguez y escribano Dardo Carbone. 


SEÑOR PRESIDENTE (Amarilla).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Como primer punto del orden del día tenemos previsto recibir a una delegación de la Asociación de 
Funcionarios del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente que solicitó audiencia, 


y como segundo punto, recibir a una delegación de la Asociación de Escribanos del Uruguay, Filial San José, 
audiencia para la que cursamos invitación a los señores Diputados de San José de los tres partidos, a efectos 
de que estén presentes al momento de considerarse el proyecto de ley que ellos presentaron con una 
interpretación de la ley de ordenamiento territorial. 


Dese cuenta de las notas recibidas. 
(Se lee) 
———- Estos temas se incorporarán en la agenda y las delegaciones serán recibidas en la medida de lo posible. 


Estamos esperando la respuesta de la señora Ministra de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente para concurrir a la Comisión. Hablé por teléfono con su Secretaría y quedaron en responder. Ayer 
vino al Senado y mañana viene a la sesión de Cámara en régimen de Comisión General, así que seguramente 
el día se defina luego de estas instancias. Igualmente, enviaremos una nota para que la invitación quede 
documentada. Si la visita no se concreta este mes, quedará para mayo. 


También estamos ajustando la agenda para ver en qué momento podemos hacer la salida a UPM, que quedó 
pendiente del año pasado, al Valle del Lunarejo y a la Quebrada de los Cuervos. 


SEÑOR AROCENA.- Si vamos a ver la planta de UPM quizás sería bueno también estudiar la 
posibilidad de ir a conocer Montes del Plata. Si bien la distancia entre Fray Bentos y Colonia es de 
unos 150 o 200 kilómetros, me parece que por lo menos deberíamos evaluar la posibilidad de ir. 


La planta de UPM es una realidad en el país. En cambio, la planta de Montes del Plata aún genera 
discrepancias en cuanto al ordenamiento territorial de los campos y a la recategorización de los suelos de 
algunos departamentos. Por eso reitero que sería conveniente estudiar la posibilidad de ir. 


Para nosotros sería más importante ir a Montes del Plata a reunirnos con sus empresarios que ir a ver algo 
que ya es una realidad. Hace diez años que UPM comenzó a trabajar en un escritorio y hace tres años que 
está procesando celulosa. Dadas las circunstancias, yo evaluaría ir a Montes del Plata para analizar la 
recategorización de los suelos. El tema se está hablando mucho en la Junta Departamental. Inclusive, algunos 
departamentos han enviado notas diciendo que están en contra de la forestación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se podría hacer una jornada de día y medio, e ir por ejemplo un jueves a 
UPMI, para ver lo que ya está funcionando, y con esa imagen ir el viernes de mañana a Colonia para 
ver Montes del Plata. No sé si hay mucho para ver en Conchillas ni si nos llevaría mucho tiempo; yo no 
he ido. Podría ser en la segunda quincena de mayo. Lo coordinaremos con las empresas. 


(Ingresa a Sala una delegación de la Asociación de Funcionarios del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente) 


——— La Comisión de Vivienda, Territorio y Medio Ambiente tiene mucho gusto en recibir a la delegación de 
la Asociación de Funcionarios del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, 
integrada por su Presidente en ejercicio, Alejandro Brunet, y las vocales Rosana Berrini y Astrid Sánchez. 


Esta reunión surge a partir de una nota que la Asociación de Funcionarios enviara a la Comisión, que 
entonces estaba bajo la excelente Presidencia de nuestro colega, el señor Diputado Silvera, pero que no pudo 
ser diligenciada antes por razones de agenda. 


SEÑOR BRUNET.- Les agradecemos que nos hayan recibido. Desde hace más de un año, cuando 
comenzaron a tratarse la reestructura y la reforma, vimos la oportunidad de participar y de hacer 
aportes. Nuestro gremio estuvo bastante comprometido con lo que era una reforma de su gestión. 
Estuvimos participando durante un buen tiempo, pero llegamos a fin de año sin resultados claros. Lo 
que más nos sorprendió fue que, en determinado momento, surgió la idea de que la DINAMA pasara a 
formar parte de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. Eso descolocó mucho a los funcionarios. 
Por eso desde hace un tiempo estamos queriendo dar nuestra opinión en distintos ámbitos, y éste es 
uno de ellos. 


Las compañeras que me acompañan participaron directamente en los procesos de reestructura de nuestro 
organismo. 


SEÑORA BERRINI.- Pertenezco a la Dirección Nacional de Medio Ambiente del Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Junto a la compañera Sánchez, que pertenece 
a la DINOT, y a Marisa Blanco, de Vivienda, estuvimos participando durante todo el año pasado en la 
reforma piloto de nuestro Ministerio a través de reuniones que tenían lugar los días martes en 
Presidencia de la República. A su vez, cada quince días, el gremio participaba en la parte de Recursos 
Humanos, en la Dirección General del Ministerio, lo que fue bien considerado por el gremio. Durante 
todo ese año estuvimos trabajando en Presidencia, pero en un momento trasciende que hay una 
consultora que está trabajando de forma paralela en algo que se planteaba como un Gabinete 
Ambiental que incluía las tres direcciones, DINAGUA, DINAMA y DINOT. 


Una de las carpetas que dejamos en la Comisión de Legislación del Trabajo fue el resultado de la primera 
fase del trabajo que se hizo en Presidencia -de la cual participamos nosotros -y el resultado de la primera fase 
de esta consultora, en la que se habla de la reestructura del Ministerio. Eso fue en diciembre o enero. Si bien 
desde octubre o noviembre sabíamos que estaba circulando este rumor, estábamos viendo si iban a dejar 
participar al gremio en lo que se estaba haciendo con ese Gabinete Ambiental. No pudimos participar en las 
reuniones, pero más o menos sabíamos, por los corrillos, cómo se estaba manejando el tema. No entendíamos 
muy bien que hubiera dos resultados, pero a veces hay decisiones que pasan por otros lados, y todavía no 
teníamos nada como para decir con qué estábamos de acuerdo o en desacuerdo. 


A fines de enero, nos cayó de sorpresa un comunicado en la prensa, en el que se manifestaba la posibilidad de 
pasar a la órbita de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. Se especificaba la DINAMA, pero no nos 
queda claro si se refería solo a dicha Dirección porque el Gabinete Ambiental también incluye la DINOT y la 
DINAGUA. Eso ocasiona una reacción inmediata en los funcionarios de la DINAMA. 


Se hace una asamblea de carácter urgente porque entendíamos que el pasaje de la DINAMA a la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto hacía perder ciertas garantías en el contralor de determinadas actividades o 
procesos de parte de la Dirección Nacional de Medio Ambiente, principalmente sobre obras e inversiones. En 
la asamblea surge la idea de solicitar audiencia a esta Comisión. 


A su vez, pedimos al Director Nacional de Medio Ambiente que nos aclarara un poco la situación. El fue a la 
asamblea y dijo que hasta ese momento no tenía muy claro lo que había salido en la prensa, pero que nos iba 
a dar la información cuando la tuviera. Desde entonces estamos en ese proceso. 


Sí tenemos claro qué queremos los funcionarios. Entendemos que la DINAMA -o el Gabinete Ambiental - 
evalúa proyectos sumamente importantes para el país. No estamos en contra de los proyectos ni de las 
inversiones, pero sí estamos a favor de que tengan un contralor y de que sean una garantía para la población y 
para el Estado en su conjunto 


De la asamblea surge que, si la DINAMA tiene que ser transferida, no puede ser a una agencia, sino que 
tendría que ser a un Ministerio, porque es muy distinto negociar a la par, por ejemplo, con el Ministerio de 
Industria, Energía y Minería, que hacerlo como agencia. Siempre hay intereses creados que se contraponen y 
la riqueza de la diversidad aparece cuando uno tiene que negociar: todos tenemos que ganar; nadie tiene que 
perder. Es un ganar- ganar. En ese sentido, la asamblea se expidió que entiende pertinente que, más allá de la 
reforma que se haga, la DINAMA, el Gabinete Ambiental o como se lo quiera llamar, tendría que ser un 
Ministerio y no una agencia. 


SEÑORA SÁNCHEZ.- Desde que asumió esta Directiva, hace un año y medio, sistemáticamente hemos 
pedido una audiencia con la señora Ministra por cuestiones técnicas y laborales, pero hasta el día de 
hoy no hemos tenido esa posibilidad. 


Tal como se establece en el Decreto N* 500, como funcionarios públicos tenemos el compromiso de 
expresarnos cuando entendemos que un procedimiento no se está cumpliendo o cuando no compartimos una 
respuesta técnica. Entendemos que dentro de nuestro ámbito laboral deberían existir algunos lugares o 
mecanismos para poder plantear, como técnicos, esas responsabilidades, y así poder cumplir con nuestra 
función. Desde el comienzo, muchas de las inquietudes de nuestra Asociación -además de las laborales -eran 


de carácter técnico. Sistemáticamente se ha pedido audiencia a la señora Ministra y se ha pedido respuesta a 
algunas de las consultas que las distintas Unidades Ejecutoras estaban planteando, pero en ningún momento 
se tuvo respuesta. 


Paralelamente, tuvimos la oportunidad de participar en los procesos de fortalecimiento del Estado. En estas 
instancias nosotros también comenzamos a preocuparnos porque no se estaban teniendo en cuenta las 
competencias que la ley de creación del Ministerio había fijado a cada Unidad Ejecutora. 


Paralelamente, a algunos técnicos de la Dirección Nacional de Ordenamiento Territorial se les quita el cargo 
que tenían asignado. Esto es algo que todo jerarca puede hacer, pero junto con esto empiezan a ocurrir 
cambios en los procesos, en la implementación de una reestructura de la DINOT que no había sido 
consensuada, y sobre la que ni siquiera se había dialogado. Como estábamos en la situación de ser un 
Ministerio piloto, también nos preocupaba no poder participar y no entender hacia dónde ¡ba esto. 


Si a eso le sumamos que tomamos conocimiento de que una consultora estaba tratando estos temas y que los 
técnicos de las distintas Unidades Ejecutoras no teníamos oportunidad de participar ni de enterarnos cuáles 
eran los criterios que esta consultora estaba manejando, se generó una gran incertidumbre en los funcionarios 
y mucho temor a expresarse, por miedo a ser trasladados -eso era lo que estaba ocurriendo-, al vaciamiento 
de funciones en alguna Unidad Ejecutora, al traslado a otra Unidad Ejecutora o a cambios de tareas de los 
funcionarios. Muchas personas eran especialistas en determinados temas, pero quedaron fuera de tareas que 
habían realizado durante veinte años o más. Se trata de gente que ha sido referente en muchos temas, que ha 
estado y ha participado directamente, por ejemplo, en la creación de la Ley de Ordenamiento Territorial, y 
estaba quedando fuera, sin poder participar en los procesos naturales que se dan dentro de la Unidad 
Ejecutora. 


También quiero aclarar algo que es muy particular en nuestro Ministerio. Cada Unidad Ejecutora tiene una 
realidad bastante diferente a la otra. Los procesos que ocurren en la Dirección Nacional de Ordenamiento 
Territorial no son los mismos que los de la DINAMA o de la Dirección Nacional de Vivienda. Esta última ha 
sufrido el vaciamiento de funciones, y gran cantidad de técnicos quedaron sin tareas concretas se vieron 
también en esa incertidumbre ante una reestructura que, aparentemente, nunca se llegaba a concretar y de la 
que no podíamos participar. Frente a esa realidad, el gremio, junto con los funcionarios, comenzó a trabajar 
en una propuesta de reestructura para la Dirección Nacional de Vivienda para mostrar a las autoridades la 
actitud proactiva del gremio y así tener la posibilidad de ser recibidos como colaboradores. Tampoco tuvimos 
suerte respecto a eso. De hecho, no se avanzó en lo que tiene que ver con la reestructura y continuaban las 
contrataciones temporales, que también preocupaban a los funcionarios ya que muchos de ellos no estaban 
teniendo tareas asignadas. 


Por otra parte, en la DINOT también se estaba implementando esta especie de reestructura, de cambios 
radicales de tareas, sin que los funcionarios tuvieran conocimiento de ello. 


Se hizo una encuesta entre los funcionarios inmediatamente después de que esto comenzó. La encuesta fue 
llevada a cabo por el gremio y prácticamente participó la totalidad de los funcionarios de carrera de la 
DINOT que están agremiados. Como fue anónima, entregamos a la Comisión de Legislación del Trabajo 
todas las respuestas recibidas. En esa encuesta queda de manifiesto que la gente está sufriendo la 
modificación de tareas, que no está pudiendo participar en los procesos normales que hasta ese momento se 
estaban llevando a cabo. Además, fue un llamado de atención a quienes habían trabajado en distintos 
programas, porque todo lo elaborado hasta ese momento se había dejado de considerar. Entonces, aparecen 
gran cantidad de cuestiones técnicas, además de las laborales, acerca de las cuales se está pidiendo respuesta 
desde hace un año y medio, pero no se está obteniendo. 


Por otra parte, si bien la DINAMA no está sufriendo esto, sí vive una realidad bastante diferente con las 
contrataciones por proyectos. La DINAMA tiene prácticamente una duplicación de funcionarios, muchos 
contratados por proyectos, con ingresos muy diferentes a los que tiene un funcionario de carrera, y 
prácticamente no hay Departamentos de esa Dirección en los que no haya un 50% de contratados temporales 
o por proyectos y un 50% -en el mejor de los casos -de funcionarios de carrera. 


A la situación de incertidumbre en estas tres Unidades Ejecutoras se suma, por un lado, la posibilidad de 
ingreso de nuevas Unidades Ejecutoras como la DINAGUA y la Dirección Nacional de Meteorología y, por 


otro lado, la exigencia de esas Direcciones y de sus funcionarios de saber a qué estructura se estaban 
sumando y, técnicamente, cómo iba a ser el vínculo para la realización de sus propios cometidos. 


No hemos tenido respuesta a nada de eso, y en ese clima se está tratando de trabajar. Técnicamente nos 
preocupa qué ocurre con los procedimientos cuando se están tratando temas tan importantes. Los técnicos nos 
estamos enterando por la prensa de los destinos de gran cantidad de proyectos. Hay muchos de ellos que hoy 
no pasan por nuestras manos y que en el momento en que pasaron, las respuestas técnicas que tuvieron tal 
vez difieran bastante de lo que hoy se anuncia en la prensa. Si a esto le sumamos que los técnicos que se han 
atrevido a ingresar expedientes con consultas y que, en algunos casos, denuncian procedimientos que no son 
demasiado claros, han sido castigados no solo sacándolos del lugar, sino también iniciándoles un sumario por 
opinar diferente o por no poder debatir, como gremio nos preocupa. 


En enero o febrero se anunció que la DINAMA pasaría a la órbita de la OPP, lo que traería aparejado que 
estos procedimientos y estos temas no tendrían control parlamentario. Por lo tanto, exigimos a la señora 
Ministra que nos diera formalmente su opinión con respecto al destino de los funcionarios y a sus objetivos y 
responsabilidades técnicas. 


Entonces, nos encontramos ante el dilema de qué hacemos. Existe el Decreto N* 500 que, cuando asumimos 
la responsabilidad de ser funcionarios públicos, tenemos que cumplir y en él se nos dice que tenemos que 
advertir de las cosas que entendemos que no están bien. Pero al gremio le preocupa que seamos castigados 
por eso y que no tengamos a nadie que nos respalde o con quien poder interactuar; necesitamos que alguien 
nos oriente técnica, laboral y funcionalmente acerca de cómo debería ser nuestro proceder para hacer las 
cosas bien. 


Tenemos un listado de temas que nos preocupan, y podríamos hacer referencia de manera precisa a muchos 
de ellos, pero es muy difícil que, si bien somos técnicos, cada uno está especializado en uno y no en todos los 
que se tratan en el Ministerio. Tenemos es una serie de preguntas que nos gustaría que los legisladores 
pudieran formular a las jerarquías del Ministerio para que los funcionarios pudiéramos tener respuestas y 
garantías de que alguien entendido las está considerando. 


Nuestro planteo viene, fundamentalmente, por la inseguridad laboral y por la pérdida de garantías en esos 
procesos. 


Quiero poner un ejemplo. Una periodista hizo un comentario y dijo: "¡Qué bueno ese cambio de hora que 
hizo ahorrar al Estado un montón de plata!", y aclaró: yo no soy especialista en esto, pero confío en los 
técnicos que trabajan en esto porque me dan los números y, por lo tanto, lo doy a publicidad. 


Cuando se tratan las directrices nacionales de Aratirí, de la Laguna Garzón, etcétera ¿la opinión pública, los 
legisladores o quienes tengan interés en el tema saben si los técnicos tuvieron oportunidad de expresarse? 
Muchas veces, nosotros, que hemos trabajado en algunos de los temas que se han anunciado, no opinamos de 
la misma manera. 


Lo que tenemos hoy para plantear es un sinnúmero de interrogantes y una serie de números de expedientes 
que en caso de que entiendan que corresponde nos daría tranquilidad de que pudieran investigar. 


SEÑOR BRUNET.- Quisiera agregar que a la Dirección Nacional de Vivienda se la ha vaciado de 
programas que venía ejecutando desde hace tiempo. 


La Dirección Nacional de Vivienda ya no hace más obras grandes. El Programa Garantía de Alquileres pasó a 
la Agencia Nacional de Vivienda y lo mismo sucedió con los Programas Credimat y Cooperativas. Estos 
programas eran grandes y exitosos, varios de los cuales funcionaban bien. Se sigue teniendo la misma 
cantidad de funcionarios y cada vez se tienen menos programas. Inclusive, sigue ingresando gente. Me enteré 
hace poco tiempo que ingresarán más arquitectos a la Dirección Nacional de Vivienda, creo que para el 
Programa Autoconstrucción. 


Pienso que lo que hay que hacer es aprovechar de manera eficiente los recursos que ya están y capacitar a la 
gente, porque eso no se hace desde hace tiempo, a pesar de que hay expedientes de gente que solicita 


capacitación en los nuevos temas que se van a abordar; sin embargo, después los jerarcas envían a otra gente 
a hacer los cursos. 


Asimismo, hay un gran desorden salarial en la plantilla de funcionarios, porque hay gente que teniendo el 
mismo cargo y grado en una Dirección, está cobrando prácticamente el doble o dos veces y media lo que 
percibe otro compañero del mismo Inciso. Por ejemplo, un funcionario A12 o A14 percibe lo mismo que un 
B10 o un B11 debido a las famosas compensaciones, que muchas veces son justas, pero en la mayoría de los 
casos son dadas por simpatía de los jerarcas hacia determinados funcionarios, y en ocasiones se las dan para 
que se callen y no molesten. Eso ha creado una distorsión salarial enorme porque tenemos compañeros que 
están trabajando juntos y uno gana el doble que el otro. 


El gremio ha venido planteando este problema. Le hemos manifestado a la señora Ministra a través de una 
nota que nos queremos sentar a negociar, pero nunca nos recibió. Reitero que la señora Ministra nunca 
recibió a esta Directiva que asumió en setiembre de 2010. La primera nota que fue presentada a su Secretaría 
-por suerte está archivada, es un documento en el cual le solicitamos hablar sobre muchos temas. 


Los funcionarios que hace mucho tiempo que estamos, poco a poco nos vemos relegados de las decisiones 
que se toman a nivel técnico. Podemos observar que muchas veces se adoptan criterios distintos para temas 
similares, dependiendo de la Intendencia de que se trate. Por ejemplo, hay proyectos que no sabemos cómo se 
aprobaron para una Intendencia, pero a otras prácticamente les piden que vengan con diez donantes y todas 
las vacunas al día para presentar cualquier proyecto. Estamos preocupados porque los funcionarios que 
estamos trabajando desde hace veinte años en el Ministerio entendemos que no existe un criterio claro para la 
consideración de muchos temas importantes. 


Hoy hay cuatro compañeros de la Directiva a quienes se les hicieron sumarios por distintas razones; esa es 
una situación muy atípica en los gremios del Estado. No creo que sea casualidad que en una Directiva haya 
tantos miembros con sumarios, sanciones o investigaciones administrativas. 


SEÑORA SÁNCHEZ.- Desde que asumió esta Ministra, hizo una especie de delegación de funciones en 
los Directores Nacionales, que impide que nada de lo que se manifiesta le llegue; todo rebota siempre 
en el Director Nacional. Por lo tanto, nos hemos quedado sin esa garantía de las jerarquías máximas 
cuando uno discrepa con su Director o con determinado proceso que se está haciendo. 


Eso también nos preocupa mucho, porque nos deja amordazados. Queremos consultar hasta qué punto y 
cuáles serían los procedimientos a seguir cuando se aplica esta modalidad. 


El arquitecto Brunet hacía mención a la necesidad de formación, sobre todo cuando aparecen leyes nuevas 
tan importantes como la de ordenamiento territorial. En cuanto esta ley se aprobó, el jerarca encargado de la 
División Políticas y Planes Territoriales, Grado 5 de Facultad y doctor en Ordenamiento Territorial, ofreció a 
todos los funcionarios del Ministerio formarlos en la interpretación de la ley y discutir acerca de los 
cometidos que tenía ahora y los roles de cada uno con estos procedimientos nuevos. Le fue prohibido hacer 
esto. Muchos funcionarios habían demostrado interés en participar, hubo un listado -todo lo que estoy 
diciendo está documentado -y una prohibición por parte del Director de Ordenamiento Territorial de que esto 
ocurriera. 


Esto se elevó a la señora Ministra, pero tampoco tuvimos respuesta. Nosotros pretendemos, por lo menos, 
una negativa oficial que nos exima del cumplimiento de determinados deberes. 


Por otra parte, como ocurre en todas las profesiones, los arquitectos que estamos dentro del Ministerio y los 
que están afuera ejerciendo la profesión liberal nos conocemos. En determinado momento empezamos a tener 
conocimiento de que se estaban contratando técnicos de forma temporal, por fuera del Ministerio, para hacer 
determinados estudios, preparar pliegos de licitaciones o asesorar a la señora Ministra. A ellos se les pedía 
que no consultaran a los técnicos de planta. Esto también nos preocupó. Entonces, les preguntábamos: "¿Vos 
estás haciendo un asesoramiento a la señora Ministra en tales temas y no consultás a Fulano que hace veinte 
años que trabaja en eso?" Y la respuesta era: "No, no puedo". 


A eso se suma la falta de confianza permanente en los funcionarios de carrera y la necesidad de poner las 
esperanzas en que las cosas funcionen en todos los contratos temporales o de otras características que se 


están realizando. El mensaje es permanente: "Una vez que tengamos estos contratos, las cosas sí van a salir. 
No podemos cumplir con determinada tarea porque nos falta gente". 


De manera que hay funcionarios de carrera que no estamos pudiendo participar en esos procesos. En otros 
períodos se hicieron muchísimos planes de ordenamiento territorial, se cumplieron los procesos, el Ministerio 
construyó un montón de viviendas y teníamos la mitad de funcionarios. 


También hemos elaborado un montón de ordenanzas. Hemos trabajado junto a los Gobiernos 
Departamentales a través de convenios celebrados entre ellos y el Ministerio. Antes, cuando se aprobaba un 
convenio, se asignaba un técnico para su seguimiento, para realizar el trabajo conjunto y para instrumentar la 
formación de los técnicos departamentales. Para el Ministerio esa era la garantía de que los procedimientos se 
estaban cumpliendo. Y una vez que se celebraban los convenios también se establecían las etapas para el 
pago a partir del cumplimiento de determinado avance. En muchos casos hoy no tenemos la certeza de que 
eso esté ocurriendo. Hubo productos que se entregaron dos años después de haberse pagado la totalidad de 
los convenios. 


También nos preocupa que eso no se esté aplicando en forma pareja en todos los Gobiernos Departamentales: 
en algunos casos se prohibió la participación de los técnicos y no se reconocieron formalmente como 
instrumentos de ordenamiento las ordenanzas departamentales. 


A todo esto vimos que muchos de los cometidos esenciales de algunas Unidades Ejecutoras estaban siendo 
dirigidos o coordinados por técnicos que no eran de carrera. No sé si eso está bien o está mal, pero nos genera 
una gran inseguridad que los técnicos de carrera especializados no puedan participar. Nos preguntamos si los 
técnicos que no son de carrera tienen las mismas responsabilidades técnicas y laborales ante el producto que 
están coordinando. 


Hay un nuevo decreto para los ascensos en la carrera administrativa que no logro entender. Siempre hace 
referencia a los dos últimos años de trabajo, pero como ya dije, hace un año y medio que muchos de los 
técnicos no estamos pudiendo realizar las tareas que hemos llevado a cabo durante veinte años. Hoy estamos 
haciendo tareas que no tienen nada que ver con nuestra formación. Entonces, cuando llega el momento de 
concursar, resulta que las personas contratadas a las que se les ha asignado esa tarea tienen más posibilidades 
de acceder al ascenso que los funcionarios que hemos trabajado muchos años antes en el tema. Eso también 
nos preocupa muchísimo. 


Por otra parte, está la independencia técnica, que tiene dos aristas. Por un lado, las posibles modificaciones al 
Estatuto del Funcionario Público, que dejan vulnerable al que opina distinto y al que la jerarquía no quiere o 
no le gusta como trabaja. Nos preguntamos si técnicamente el funcionario es libre de decir lo que piensa o si 
se va a cuidar de opinar lo que la jerarquía quiere para no perder la compensación y la tarea que le fue 
asignada. Ese es un cuestionamiento que nosotros nos hacemos desde el punto de vista laboral y técnico. 


Asimismo, han existido algunas sugerencias de cambios en los informes. Cada técnico es libre de aceptar o 
no las sugerencias. Lo que sí sabemos es que la distribución de las compensaciones es discrecional y que la 
tarea que el funcionario hoy está realizando también es discrecional. Lo dejo como una interrogante en 
cuanto a las garantías que finalmente se tienen respecto a los temas que se están tratando en el Ministerio. 


SEÑOR BRUNET.- La señora Sánchez hizo mención a las ordenanzas de ordenamiento territorial que 
varios Gobiernos Departamentales ya tienen vigentes. En su mayoría, esas ordenanzas son 
desconocidas por la Dirección de Ordenamiento Territorial. Les recuerdo que esas ordenanzas 
permiten a los Gobiernos Departamentales contar con una herramienta para trabajar sobre el 
territorio, o sea, para definir un polígono de ordenamiento territorial, con un mecanismo no tan 
engorroso y estricto como el que establece la ley. Entonces, al desconocer las ordenanzas, toda 
intervención que se quiera hacer sobre el territorio necesariamente debe pasar por el filtro de la Ley de 
Ordenamiento Territorial y por el Ministerio. 


SEÑORA SÁNCHEZ.- Sería buenísimo que se aplicara rigurosamente la ley porque eso conduciría a la 
creación de instrumentos, al cumplimiento de los procesos y al respeto de las garantías. El problema no 
es que se aplique la ley. Todo lo contrario: nosotros estamos deseando tener la certeza de que se aplica 
la ley. 


Nosotros entendemos que se están desconociendo algunos instrumentos establecidos y reconocidos por la ley 
como instrumentos departamentales. Asimismo, se están implementando otros mecanismos. Por lo tanto, no 
se está cumpliendo la ley en los procesos que esta establece. En síntesis: desconocimiento a esas ordenanzas 
como instrumento e interpretación diferente de algunos técnicos en cuanto a la aplicación de la ley. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (don Edgardo).- Se dijo que dos funcionarios cumplen igual función y cobran 
distinto, y que hay gente a la que se le da una compensación para que se calle la boca. A mí me gustaría 
saber los nombres y a qué casos concretos se refieren porque es una denuncia grave. Yo no puedo oírla 
y quedarme tranquilo. 


Me gustaría saber de qué se trata, y lo mismo respecto a que se toman criterios distintos según las 
Intendencias. Se dijo que hay proyectos que salen en unas Intendencias y no salen en otras, y que se 
entregaron obras dos años después de haberse pagado. Yo conozco algún ejemplo en mi propio departamento 
de cosas que han ocurrido; siempre han ocurrido cuestiones con las obras, pero me gustaría saber los nombres 
y los casos concretos para luego consultar. 


Hay mucha cosa. Yo estoy escuchando y quiero tener la información más precisa posible para ver qué 
hacemos con todo esto. Sería un insumo interesante conocer concretamente a qué se refieren. 


SEÑORA SANSEVERINO.- La verdad es que plantearon temas muy importantes y algunas cuestiones 
que son pesadas. Ustedes vienen a dar su opinión sobre las políticas de medio ambiente desarrolladas 
en nuestro país y nos hacen un "racconto" de la reforma piloto en la que participaron. Me gustaría 
saber si ese espacio de trabajo llegó a conclusiones y si hay actas o documentos de la labor que 
desarrolló. También quiero saber si participaron Directores de las distintas reparticiones y si en ese 
espacio pudieron considerar temas estratégicos. 


Lo referido a la consultora que está haciendo un estudio, lo dejamos para otro momento. 


Los informes de prensa son otra zona nebulosa. En ese terreno habrá mucho que trabajar, y en todo caso es 
otro tema. 


En algunas cuestiones hacen denuncias muy importantes que me gustaría saber qué direccionamiento han 
tenido, especialmente las relativas a las pérdidas de garantías. Hay cuestiones más de política con las que uno 
puede o no discrepar, pero también hay denuncias muy fuertes, muy duras en cuanto a lo que está pasando 
dentro del Ministerio. 


En otro orden de cosas me gustaría saber si esta es la única Asociación de Funcionarios dentro del Ministerio. 


SEÑOR AROCENA.- Dicen que la señora Ministra nunca los recibió. ¿En algún momento argumentó 
por qué no los recibía o simplemente se abstuvo de responder? 


En cuanto a la parte técnica, en los años 2010 y 2011 hemos tenido importantes proyectos en los que la 
DINAMA ha debido intervenir. Voy a nombrar solamente a algunos: la minera Aratirí, el puente sobre la 
Laguna Garzón, la recategorización de los suelos, Forestal del Plata. Quisiera saber si ustedes han podido 
intervenir en algunos de estos proyectos o si hay algún informe que no haya contado con su trabajo. Me 
refiero a si la parte técnica de la DINAMA siente que esos informes han salido con el consenso de todos o si 
fue acotado el número de personas que participó y entonces fueron dirigidos. 


Los invitados dijeron que se habían pagado trabajos que se habían entregado dos años después. Entiendo que 
los análisis de impacto de los proyectos en los que interviene la DINAMA se pagan antes de que empiecen 
las obras. En esos casos que ustedes denuncian, que el estudio se entregó dos años después de haber sido 
pagado ¿el proyecto ya estaba en marcha? Si el proyecto para el que se pide el estudio de impacto ambiental 
ya comenzó, no tiene razón de ser el informe. Si hacemos un análisis de impacto ambiental de un puente cuya 
construcción ya comenzó no tiene ningún sentido. Quisiera saber si esos estudios simplemente se hicieron 
para quedar en papeles, o si el proyecto quedó demorado hasta que se entregó el informe a la empresa que lo 
contrató. 


SEÑOR MAZZONI.- Mis inquietudes van en el mismo sentido que las de los compañeros que me han 
antecedido en el uso de la palabra. 


Muchas apreciaciones que han hecho los funcionarios están cargadas de supuestos o de presunciones y 
algunos puntos no quedan claramente establecidos. 


Se dijo que la DINAMA iba a pasar a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. Quisiera saber dónde, cómo 
y quién lo dijo. Es importante saberlo porque hablaron de un comunicado de prensa de fines de enero, pero 
no está claro de quién es el comunicado, así como tampoco dónde y cómo se dijo. 


También se dijo que podría transformarse en una agencia, y que el gremio opina que no debe ser una agencia, 
sino un Ministerio. ¿Esa es una opinión exclusiva del gremio o es una opinión de alguien en particular? 


Hablaron de técnicos castigados por realizar informes contrarios u por dar opiniones contrarias, lo que 
conlleva la pérdida de garantías en esos procesos, y nos instan a que investiguemos eso. Para poder hacerlo, 
debemos conocer hechos fehacientes, porque en determinado momento hicieron graves denuncias, por 
ejemplo, la de que cuatro funcionarios que pertenecen a la dirección del gremio, han sido sumariados o 
sancionados. Realmente no tenemos la información como para decir que estamos o no de acuerdo con 
ustedes en que ha sido una persecución, o que esos funcionarios que han sido sumariados o sancionados lo 
fueron por alguna otra razón que nosotros no conocemos. También son supuestos la discrecionalidad en 
cuanto a la asignación de funciones y a otorgar compensaciones a ciertos funcionarios. 


Yo creo que nadie está dudando de lo que están planteando hoy aquí, pero en muchos casos carecemos de 
elementos para poder juzgar. Sería muy importante que nos nutrieran de ellos para hincarle el diente a una 
investigación desde la Comisión o desde el Parlamento. Veo su exposición cargada de muchos supuestos y 
presunciones, pero en este momento no contamos con información suficiente como para poder tener una 
opinión terminada. 


SEÑORA MATIAUDA ESPINO.- Me queda una duda. Se dijo que con esta nueva reestructura 
existirían cambios sumamente radicales. También se dijo que la DINAMA duplicó el número de 
funcionarios contratados para nuevos proyectos. La pregunta es si realmente era una necesidad el 
contrato de estos nuevos técnicos. ¿Son técnicos que tienen una especialidad diferente a la que ya tenía 
el personal de la DINAMA? 


Uno escucha con asombro estas cosas que nos están pasando. Lo más triste es cuando el funcionario no tiene 
garantías. Yo espero que a través de las preguntas que hicieron los señores Diputados preopinantes se disipen 
las dudas acerca de lo que uno puede presumir de la situación difícil que atraviesa el funcionariado. 


SEÑOR BRUNET.- Con respecto a los nombres de los funcionarios, nosotros solicitamos al señor 
Director General de Secretaría una planilla con el listado completo de funcionarios al mes de marzo de 
2010 y al mes de marzo de 2012 con sus respectivas remuneraciones por todo concepto. 


Muchos compañeros que han participado en las asambleas pensaban y piensan igual que nosotros, pero en la 
medida en que fue pasando el tiempo, se les fueron asignando compensaciones; ustedes pueden solicitar estos 
datos a las jerarquías a través de un pedido de informes, porque a nosotros no nos dan ninguna información. 
Pueden pedir todas las resoluciones al respecto. Tuvimos compañeros que en las asambleas hicieron planteos 
bastante fuertes, pero con el paso del tiempo la participación de esos compañeros, de esos técnicos, de esos 
colegas, fue disminuyendo. 


En cuanto a los diferentes criterios que hay para la aplicación de la Ley de Ordenamiento Territorial, les voy 
a citar un simple ejemplo. La Intendencia de Tacuarembó tiene una Ordenanza de Ordenamiento Territorial 
vigente, que pretendió aplicar con respecto al traslado de la planta de silos de la ciudad. ¡No saben el lío que 
tuvieron con la Dirección Nacional de Ordenamiento Territorial por pretender aplicar esa Ordenanza! 
Tuvieron un enfrentamiento grande. Por otro lado, vemos con sorpresa que aparecen proyectos grandes, 
como el de la Laguna de las Garzas, en ecosistemas mucho más complicados, sobre los que nuestro país tiene 
una legislación específica para la faja costera que se ve a simple vista -no hay que ser experto -que tienen luz 
verde. Sin embargo, trasladar una planta de silos a un lugar que no molesta a nadie piden que la Intendencia 


venga con diez donantes y con las vacunas al día. Solicitamos información al respecto al Director General, 
pero estamos esperando la respuesta. 


También le solicitamos el listado de funcionarios que tienen problemas de angustia, con licencias médicas y 
licencias psiquiátricas porque. De acuerdo a la última publicación que se hizo respecto a la cantidad de 
licencias médicas en el Estado, un 7,9% o un 7,5% de funcionarios de nuestro Ministerio están afectados. 
Entonces, como Directiva estamos muy preocupados por la situación que están pasando distintos 
compañeros. Ese es un dato de la realidad: es un dato que pueden constatar los señores Diputados. 


SEÑORA BERRINL.- Me gustaría dejar bien claro que desde que fue creado el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente los técnicos, los Jefes de División y todos los que han 
pasado por allí tienen la camiseta puesta de la Cartera, más allá del color político que exista en el 
momento. Esa es una realidad de todos los funcionarios. En muchas instancias y con diferentes 
Gobiernos, como para muchos Directores la política va por un lado y la parte técnica por otro, 
siempre, por sobre todas las cosas, prevaleció la camiseta de la DINAMA, de la DINOT, del Ministerio 
de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente; en el futuro también sucederá con las 
nuevas unidades que se están instalando, como la DINAGUA y quizás, Meteorología. Eso es algo que 
tiene que quedar claro porque subyace en todas las asambleas que tenemos. Se trata de una Cartera 
muy compleja porque atañe al medio ambiente, al ordenamiento y a la vivienda. Es muy particular de 
manejar, pero subyace en todas las asambleas -queremos que quede bien claro -esta identificación, más 
allá de los partidos políticos. 


La señora Diputada Matiauda Espino nos preguntaba acerca de la reestructura. Como gremio solicitamos 
asistir al proyecto piloto de la reforma del Estado. No tuvimos una negativa. Vivienda, la DINOT y la 
DINAMA participamos durante todo un año en Presidencia, con asistentes sociales y con los coordinadores 
del proyecto en sí mismo. A su vez, con nosotros trabajaban los técnicos que cada Director enviaba como 
representante; por ejemplo, la DINAMA mandaba a la Directora de Planificación o a una asesora. Era un 
popurrí. Fue muy rico el trabajo que se realizó en la Presidencia. Por eso llamó la atención que saliera el 
programa paralelo, aunque nosotros pensamos que -en algún momento se iban a cruzar, que iban a ser 
complementarios, porque la temática que abordaban era diferente. Al ser un proyecto piloto, a lo mejor las 
decisiones políticas se tomarían, como siempre, más allá de lo técnico. Eso lo entendemos todos y sucede en 
todos los órdenes, en todos los procesos que vivimos y en las diferentes instancias políticas que tiene el país, 
de distintos Gobiernos. Eso es aceptado. 


Quiero dejar claro que la participación que tuvimos fue muy buena; evidentemente tuvimos rispideces, pero 
todos sabemos lo que sucede en los gremios. 


SEÑORA SANSEVERINO.- Quisiera que me aclarara el período en que funcionó esa reforma piloto, 
ese grupo de trabajo. 


SEÑORA BERRINL- Creo que empezamos en febrero o marzo del año pasado y terminamos en 
noviembre o diciembre. 


Fue como una primera fase y hay un documento que ya fue entregado a la Comisión de Legislación del 
Trabajo. 


SEÑORA SÁNCHEZ.- Hubo un documento final que tiene que ver con la supuesta primera fase de 
este equipo de trabajo de fortalecimiento, pero creemos que son importantes los contenidos de lo que 
ocurrió durante todo este año. 


Durante ese período trabajamos en una serie de propuestas de dinámica y nos sorprendía que nunca 
tratábamos verdaderamente los temas esenciales que nos movían. Nos decían que a fin de año debíamos tener 
una reestructura hecha, pero nunca llegábamos a que esos temas se trataran. Trabajábamos en un ejercicio 
FODA, y desconocíamos las partes que habían tratado las jerarquías. Entonces, trabajábamos a medias, lo 
que se hacía muy difícil. 


SEÑORA BERRINI.- Quisiera hacer una aclaración con respecto al ejercicio FODA. 


En la dinámica, la "F" y la "D" la trabajábamos nosotros y la "O" y la "A" la trabajaban las cabezas del 
Ministerio. Entonces, nosotros carecíamos de una información importante a la hora de hacer el cruzamiento. 


SEÑORA SÁNCHEZ.- Como dije, lo importante son los contenidos. 


A medida que el tiempo avanzaba, nos faltaba información para completar con rigurosidad este ejercicio 
FODA. Se nos prometía que en algún momento se nos iba a dar esa información, pero se trabajaba como si 
conociéramos estos datos que, en realidad, nunca llegamos a tener. 


Por otro lado, todos los ejercicios que se planteaban no daban oportunidad a decir: "Señores: la estructura es 
esta, las necesidades son estas y la problemática es esta". A pesar de ello, nosotros logramos que muchos de 
estos aspectos quedaran registrados, aunque después estas cosas se resumen y se vuelven a resumir. 


Todo esto nos dio la oportunidad, a nivel gremial, de enterarnos de algunos temas que se estaban manejando 
y de manifestar la inquietud que teníamos acerca de todo lo que venimos planteando. Todas estas 
presunciones y suposiciones, en realidad son interrogantes y muchas son certezas acerca de las cuales desde 
hace un año y medio estamos pidiendo dialogar con la señora Ministra. No estamos trayendo temas que no 
hayamos querido hablar con ella desde el principio. Esto no lo llevamos a los medios de prensa; no buscamos 
más que dialogar, satisfacer esa incertidumbre y tener certeza de dónde estamos parados los funcionarios 
desde el punto de vista técnico y laboral. 


En cuanto a la pregunta de si se nos había dado respuesta a las solicitudes de diálogo con la Ministra, si se 
nos había negado o si había sido el silencio, fue el silencio rotundo. Jamás nos mandó decir que determinados 
temas no los quería tratar con nosotros; ni siquiera nos dijo que no nos iba a recibir. Muchos funcionarios han 
ido a la puerta del despacho de la Ministra a sentarse a esperar para poder ver su cara y no han tenido la 
posibilidad de que eso ocurra ni de que les digan que no los va a recibir. Reitero que esto fue lo que sucedió 
desde que esta Directiva asumió hace un año y medio y que lo que quería era, simplemente, presentarse y 
comunicar a la señora Ministra cuáles eran los temas que iba a tratar de reivindicar. 


Hay algo que quiero aclarar, porque creo que no me expresé bien. Cuando mencioné que se hacían pagos 
antes de las etapas de avance, no me refería a proyectos, sino a convenios, por ejemplo, entre el Ministerio y 
un Gobierno Departamental, en el que se establecía que con el avance de determinada etapa se pagaba cierta 
parte y así hasta finalizar, y había un técnico que hacía el seguimiento para que existieran todas las garantías. 
Tenemos conocimiento -ustedes pueden pedir este dato a la señora Ministra -de convenios en los que el 
producto se entregó mucho tiempo después de haberse concretado la paga. Hay informaciones que nosotros, 
como funcionarios y como técnicos, podemos conocer, pero no podemos dar porque debido a la 
incertidumbre que estamos viviendo tenemos miedo de las represalias que se puedan tomar. Lo que tenemos 
claro es que podemos decir: "Señores legisladores: acá tienen una pregunta para hacer". Está en la libertad de 
cada uno entender que corresponde o no hacer la pregunta. 


La información de que íbamos a formar parte de la OPP fue de conocimiento público; lo dijo el señor 
Presidente y la señora Ministra, que después planteó que tal vez se transformara en una agencia. 


Lo importante a destacar son dos aspectos. En primer lugar, que el gremio de funcionarios pidió a la señora 
Ministra que le diera una versión oficial de qué era lo que se estaba manejando, porque entendemos que 
tenemos derecho a saber adónde nos quieren llevar o qué es lo que va a pasar, sobre todo cuando el planteo es 
de un cambio de estructura o de naturaleza jurídica -no conozco muy bien los términos -que implica la 
modificación de leyes, cometidos esenciales, procedimientos, etcétera. ¿Qué pasa con el control 
parlamentario si nos envían a la OPP? ¿Qué ocurre con los funcionarios públicos? ¿Pasamos todos a esa 
Oficina o no? Entendíamos que era de rigor tener información oficial respecto a este tema que estaba 
saliendo en la prensa. Nosotros habíamos trabajado durante un año con las autoridades en el destino del 
Ministerio y el fortalecimiento del Estado, y no teníamos la menor sospecha de que se estaba manejando esto. 


Con respecto a los sumarios y a los asuntos laborales, entendemos que esta Comisión no es el ámbito para 
plantearlos y por eso no trajimos ni queremos manejar ninguna documentación. No nos gustaría 
desaprovechar la oportunidad de tratar los temas que entendemos que corresponde, que son técnicos y que 


nos preocupan, cuando hay una Comisión de Legislación del Trabajo a la que ya asistimos y a la que 
brindamos toda la información, adonde hicimos todas las declaraciones que corresponde, que -respaldamos 
con documentos: les dejamos tres volúmenes, que constan de mil cien hojas, en los que está incluido el 
documento final del proyecto piloto que trabajamos en Casa de Gobierno. Si es necesario, no tendríamos 
problema en hacer una copia de los elementos técnicos que puedan estar vinculados al tema y entregarla a 
esta Comisión, pero entendemos que no corresponde hablar aquí de los sumarios. Simplemente lo pusimos 
como ejemplo en relación a la falta de garantías de libertad y de autonomía técnica. Ni siquiera pedimos a la 
Comisión de Legislación del Trabajo que defiendan a los sumariados. Lo que planteamos, simplemente, es 
que a pesar de actuar como lo establece el Decreto N* 500, elevando un expediente a la señora Ministra, 
cumpliendo con todos los procedimientos que corresponde, somos sancionados. Entonces ¿cuál es el mensaje 
para el resto de los técnicos que están trabajando en los distintos proyectos? 


Por otra parte, se dijo que con la nueva reestructura habría cambios importantes. Nuestra preocupación es que 
no hay una nueva reestructura y, sin embargo, se están realizando cambios importantes. Nos hemos ofrecido a 
trabajar y a colaborar en la reestructura que sea, a aceptar, a discutir y a dialogar en los ámbitos de 
participación que por ley nos corresponde, pero no tenemos la oportunidad de hacerlo, y no hay una 
reestructura en marcha que podamos ver y una orientación clara de adónde vamos a ir. 


Ni siquiera tuvimos la posibilidad de que nos aclararan si era la DINAMA o el Gabinete Ambiental cuando se 
dijo que pasaría a la OPP. Entonces, ¿cómo podemos trabajar en una reestructura si no sabemos si vamos a 
seguir siendo un Ministerio, una agencia, si vamos a pasar a otra oficina, si nos van a desmembrar, si va a 
haber un Gabinete Ambiental o si la Dirección Nacional de Meteorología va a ser parte de nuestro 
Ministerio? Lo que tenemos son incertidumbres y preguntas que no nos han contestado. 


Se nos preguntó si los contratos son necesarios. Cuando hay mucho trabajo, cuanta más gente trabaje en la 
obra, mejor. El problema no es ese, sino qué pasa con los técnicos de carrera, muchos de los cuales han sido 
desplazados de sus tareas. ¿Qué pasa cuando en una oficina el 50% de los funcionarios que está trabajando 
tiene contratos temporales? ¿Qué pasa cuando hay concursos y cambian las reglas del juego, y lo importante 
pasan a ser los dos últimos años de las tareas que se desarrollaron? Sabemos que hay cambios en la estructura 
del Estado y en el Estatuto del funcionario público, pero necesitamos tener garantías para saber por qué 
camino nos tenemos que conducir para trabajar y, sobre todo, para opinar técnicamente en cuanto a los 
distintos cometidos que tiene el Ministerio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Nos pueden dejar alguna documentación de todo lo informado? 


SEÑORA SÁNCHEZ.- Nosotros tenemos un listado de preguntas acerca de todos los temas que nos 
gustaría hacerles llegar por escrito, pero son tres Unidades Ejecutoras que tienen problemas bastante 
diferentes. Algunas Unidades Ejecutoras han trabajado más profundamente en algunos casos, porque 
los aspectos laborales están mezclados con los técnicos. 


Nosotros tenemos alguna documentación que nos gustaría entregar, pero les pedimos un par de días para 
hacérselas llegar. 


SEÑOR SILVERA.- Dada la claridad con la que se han expresado los integrantes de la delegación, solo 
tengo una inquietud. 


En los nuevos proyectos, por ejemplo en de Laguna Garzón, cuál es el porcentaje de técnicos de carrera y 
cuál el porcentaje de técnicos contratados por la DINAMA que están trabajando? ¿Existen técnicos idóneos 
en la materia y con disposición de tiempo para formar parte de los equipos técnicos que no estén siendo 
tenidos en cuenta? 


SEÑORA SÁNCHEZ.- Muchas gracias por la pregunta. 


En el Ministerio se tratan diversidad de proyectos. Los técnicos, así como tenemos la camiseta puesta, 
estamos a favor de que los emprendimientos se hagan, de que las cosas salgan. Queremos que nuestro país 
crezca y estamos abiertos a eso. En ningún momento se ponen palos en la rueda de ningún proyecto. Lo que 
estamos exigiendo es que se cumplan los procesos legales establecidos en las distintas Direcciones -en la 


DINAMA, la Ley de Impacto Ambiental; en la DINOT, la Ley de Ordenamiento, con los procesos que cada 
emprendimiento, según sus características, pueda tener. 


Voy a poner solo un ejemplo, y no le voy a cargar a esto ningún aspecto a favor ni en contra porque no quiero 
entrar en eso. En el Ministerio todo entra a través de un expediente. El expediente Aratirí se comenzó a tratar, 
por lo menos a la vista de cualquier funcionario, bastante después de todos los debates que se hicieron. Este 
proyecto armó una oficina, un ámbito físico, por fuera de las oficinas establecidas normalmente, en un piso 
distinto, con escritorios diferentes, donde solo están las personas que están estudiándolo. No fue un proyecto 
como cualquier otro que se trata en el Ministerio, que pasa de un lado a otro, de una oficina a otra. No; la 
gente que lo está estudiando fue a trabajar a un lugar diferente. Por lo tanto, el resto de los funcionarios 
desconocemos lo que ocurre con el proyecto. Algunos, por desconocimiento de la labor que se realiza, y 
otros, porque entendemos que podríamos estar participando o que tenemos cosas para aportar, pero no 
tenemos ámbitos donde manifestarlas. 


En cuanto a si existen personas idóneas que no están siendo aprovechadas, solo puedo decir lo siguiente -creo 
que el gremio me va a permitir que lo diga: teníamos como Director de la División Políticas y Planes 
Territoriales al único Doctor en Ordenamiento Territorial, Grado 5 de Facultad, que hoy está concursando 
para Director de la Maestría de Ordenamiento Territorial del país, pero fue sacado de su cargo. Y no 
solamente eso, sino que se le aisló en una oficina en la que no tenía comunicación, diálogo ni vínculo con 
ningún proyecto ni funcionario. No se le permitió continuar con ninguna de las tareas que tenía asignadas, 
cuando él dirigía las políticas territoriales de todo el país con todos los Gobiernos Departamentales. Hoy, ese 
funcionario fue bien recibido por una Intendencia Departamental en la cual cumple funciones. Le permitieron 
ese pase en comisión porque el Ministerio o las jerarquías creyeron que no lo necesitaban. 


Es muy difícil hablar de un caso así sin decir nombre y apellido porque no hay muchos doctores en 
ordenamiento territorial ni gente idónea en la materia. Una persona que trabajó prácticamente los dieciocho 
años en que se trató de elaborar una ley de ordenamiento territorial, y que participó en la elaboración de la 
ley de ordenamiento territorial, que tiene publicaciones al respecto, que en estos momentos no está aquí - 
forma parte de la Directiva -porque está enseñando el ordenamiento territorial de nuestro país en Europa, 
como docente, hoy no puede trabajar en estos temas en el Ministerio. 


SEÑOR BRUNET.- Con respecto a las compensaciones, es cierto que son dadas en forma discrecional 
por las autoridades. La mayoría están bien otorgadas, pero a través del mecanismo de las 
compensaciones en estos últimos años se han creado inequidades salariales enormes. Hay compañeros 
que están cobrando el mínimo y trabajan junto a otros compañeros que cobran tres o cuatro 
compensaciones y han llegado al tope. Cuando dije que a alguno le dieron alguna compensación para 
que se calle fue porque hay gente que sabe, que levanta su voz, a la que le dan una compensación para 
que se quede tranquila, aunque también la puede merecer. Por eso dije que no vamos a dar nombres, 
pero cuando ustedes tengan la plantilla de funcionarios y estudien las inequidades que hay en todo el 
Ministerio se van a dar cuenta de que hay grandes injusticias y que hay gente que hace años que está 
cobrando el salario básico y nunca ha tenido la oportunidad de que le den una compensación. 


¡ Y ni hablar de los compañeros del Ministerio en el interior! Hay compañeros que hace años que están 
ganando el básico de $ 16.000 o $ 17.000, con lo que tienen que mantener una familia, y nunca tienen 
posibilidades de hacer concursos de ascensos ya que en su mayoría son en Montevideo. Esa gente ha elevado 
planteos al gremio para que en todos estos procesos de reestructura y de mejoras salariales, los del interior 
sean contemplados. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (don Edgardo).- Hemos escuchado con mucha atención una exposición extensa 
de los integrantes del gremio. No vamos a entrar en el tema de fondo. Estoy cada vez más convencido 
de que lo que hay que tener en Uruguay es un diario. Yo estuve en esa reunión -todos los que estamos 
acá estuvimos en esa reunión, y luego un diario publicó lo que hoy se está discutiendo acá. En realidad, 
hay una cantidad de temas que son presentados por los medios de comunicación, y luego, distintos 
actores los van tomando. Pero en esa reunión no se dijo lo que dice el diario. A partir de ahí se arma 
toda esta telenovela. 


Como ustedes dicen, hubo un grupo de trabajo, también el trabajo de una consultora -tengo aquí en mi poder 
parte del trabajo que se hizo, y este es un tema que está en la agenda y que está en elaboración permanente. 


Lo de hoy deja una cantidad de insumos que seguramente la oposición y nosotros tomaremos el jueves, día 
en que este mismo tema se esté considerando en la Cámara. 


Yo viví veinte años a dos cuadras de Saman en Tacuarembó, y podría hablar mucho sobre eso. Alguien algún 
día permitió que esa fábrica se instalara en un barrio y luego que se siguiera ampliando. Eso era parte del 
ordenamiento territorial que teníamos. Ustedes conocerán mucho la interna del Ministerio, pero yo les puedo 
contar qué ocurrió afuera del Ministerio porque viví todo ese proceso porque fui Edil en Tacuarembó y luego 
he venido siendo electo Representante. Pero no quiero entrar en eso, porque no hace al fondo de la cuestión. 


Aquí están planteadas cuestiones más de fondo. Sabemos lo que se dijo en la Comisión de Legislación del 
Trabajo y tenemos la opinión de nuestros compañeros que estuvieron allí -no queremos decirla acá -sobre la 
documentación que se dejó 


Lo que en todo caso vamos a exigir al Ministerio es resultados, y esa es la raya final que queremos pasar 
siempre. No importa que sea o no de nuestro partido; queremos que el Ministerio funcione bien y que cumpla 
con todos los roles que nosotros pretendemos. 


Cuando hablan de compensaciones me parece escuchar al gremio de ADEOM de Tacuarembó. Temas de 
estos hay por todos lados. 


Nos gusta la idea de que se planteen preguntas concretas. Cuando pedimos datos concretos es porque no 
queremos hablar de cuestiones genéricas, sino escarbar y profundizar. Por supuesto que podemos pedir la 
información que sea, pero queremos saber qué información tienen ustedes. 


Gracias por la información. Todo esto le va a llegar a la señora Ministra y al Ministerio en general. 


SEÑOR MAZZONI.- En la reunión en la que participamos, el Presidente dijo que el objetivo era sacar 
a la DINAMA de la órbita del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. En 
ningún momento manejó que fuera a crear un Ministerio. Como acaba de aclarar el compañero, 
muchas veces las versiones de prensa desnaturalizan la realidad. 


SEÑOR AROCENA.- No sé a qué reunión se refieren cuando dicen que estábamos todos. Quizás fue 
una reunión de la Comisión de Vivienda, Territorio y Medio Ambiente en la que quien habla no estuvo 
presente. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (don Edgardo).- Me expresé mal. Me refería a una reunión de bancada del 
Frente Amplio en la que estábamos todos los Diputados de ese partido. 


SEÑOR AROCENA.- Entonces esas palabras fueron inoportunas y no corresponden a la apreciación 
general. Yo en esa reunión no estuve presente, y la señora Diputada Matiauda Espino y el señor 
Diputado Silvera tampoco. 


No comparto tampoco que esto sea una telenovela. Esas apreciaciones no corresponden en el Parlamento. 
Quisiera saber si en los temas macro, como Aratirí, Montes del Plata y Laguna Garzón, hubo algún manejo 
particular de parte de la DINAMA. Se dijo que Aratirí se había sacado físicamente y la información había 
quedado acotada solo a algunos integrantes del Ministerio y no a todos, como era práctica habitual. ¿Es 
correcto eso? 


También me gustaría saber si en los demás grandes temas del Uruguay pasó algo similar. 


SEÑORA SÁNCHEZ.- Voy a tratar de ser clara en esta respuesta. 


Todos los temas entran por expediente. Para tratar el expediente de Aratirí, se creó una oficina. Sin duda es 
un expediente importante, pero también lo son muchos otros que entran al Ministerio; no quiere decir que 
todos participemos siempre de todos los procesos de todos los expedientes. Lo que sí digo es que a la vista de 
los funcionarios del Ministerio, Aratirí tenía una oficina. Inclusive, en un momento -cuando uno llamaba al 
interno de esos funcionarios, en el visor aparecía "Aratirí"; esto no fue hecho con maldad, sino que se 
cometió un error. Después les sugerimos que arreglaran eso porque no quedaba bien que dentro del 
Ministerio hubiera una oficina de Aratirí. Inclusive creo que hubo funcionarios que le sacaron fotos al visor 


Respecto a otros temas importantes, lo que se maneja en la prensa, a veces no es lo que se discute o las 
opiniones técnicas que se manejan dentro del Ministerio. Queremos que la opinión pública y los legisladores 
sepan que los técnicos han opinado en los expedientes, en los distintos procesos, y que sería bueno, en 
muchos de estos casos importantes que se están tratando en la prensa, que se estudien los expedientes, 
concretamente las opiniones técnicas que se han dado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Vivienda, Territorio y Medio Ambiente agradece su 
presencia. 


(Se retira de Sala la delegación de la Asociación de Funcionarios del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Asociación de Escribanos del Uruguay, Filial San José, y los señores 
Representantes Cersósimo y Vidalín) 


——- La Comisión de Vivienda, Territorio y Medio Ambiente da la bienvenida a una delegación de la 
Asociación de Escribanos del Uruguay, Filial San José, integrada por las escribanas Laura Machín, Silvana 
Catepón y Virginia Rodríguez y por el escribano Dardo Carbone, así como a los señores Representantes 
Cersósimo y Vidalín. 


Su comparecencia surge por la Ley_N? 18.308, denominada Ley de Ordenamiento Territorial, y a dos 
proyectos de ley que fueron presentados, uno por el señor Diputado Carmelo Vidalín, de Durazno, y otro por 
los tres Representantes por San José: Gustavo Cersósimo, Alberto Casas y Walter De León. 


SEÑORA MACHÍN.- Queremos plantear un problema que estamos teniendo los escribanos comunes, 
los que trabajamos en el día a día con gente trabajadora. Nosotros no representamos a grandes 
estudios jurídicos; no integramos notarías importantes. Somos notarías de pueblo y tenemos un 
problema muy importante. 


Luego de la entrada en vigencia de la Ley de Ordenamiento Territorial, en el interior del país se aprobaron 
muchos fraccionamientos de menor superficie que lo que la ley exigía. Los escribanos trabajamos con planos 
inscriptos y aprobados por las Intendencias. Cuando planteamos el problema a algunos agrimensores, nos 
dijeron que la interpretación que se había dado era que se regían por Ley de Centros Poblados, y por la Ley 
de Ordenamiento Territorial a partir de su entrada en vigencia, pero llegó un momento en que la 
interpretación no fue esa. Esto fue lo que interpretaron no solo los agrimensores de nuestro departamento, 
sino también los de Colonia, Rivera, Tacuarembó, Durazno, Canelones, Paysandú y Salto. Nosotros somos 
profesionales del derecho, pero no estudiosos del derecho civil. 


Tenemos cientos de escrituras nulas y no de alguien que compró una casa de US$ 200.000, US$ 300.000 o 
US$ 500.000, sino de un trabajador que pidió un crédito, que compró un terrenito de US$ 10.000, que 
construyó su casa por un plano económico de la Intendencia, que fue exonerado de los aportes al Banco de 
Previsión Social porque era autoconstrucción y que hoy se encuentra con que no es dueño de nada. 


Nosotros no estamos a favor ni en contra de la ley; no somos críticos de nada. Venimos a decirles lo que nos 
está pasando, porque necesita una solución. Como ha pasado con otras situaciones, la solución es la 
convalidación porque creo que la responsabilidad es compartida, ya que nosotros no trabajamos sin las 
herramientas: tenemos todas las herramientas, pero nos encontramos con que una mala interpretación, de un 
lado o de otro -no importa -perjudica a mucha gente. No estamos hablando de personas de estratos sociales 
altos: casi todos mis clientes son personas que hicieron un sacrificio para comprar un terreno y construir su 
casa, y yo ahora tengo que decirles que las casas no son suyas, que la escritura no existe, que es nula. 


Esa es la situación que les venimos a plantear. Esto no es de público conocimiento porque hemos tratado de 
que no lo fuera para no generar alarma pública, ya que creemos que todo tiene solución, como se hizo en su 
momento con la causal legal habilitante y con la Ley de Propiedad Horizontal; en esos casos se hizo una 
convalidación. Ahora también estamos a tiempo de convalidar lo ya hecho. Después los técnicos y los 
legisladores -que son los responsables de todo lo legislativo -podrían estudiar alguna interpretación, pero lo 
que más nos preocupa hoy es la convalidación. 


SEÑORA RODRÍGUEZ (doña Virginia).- Es una cuestión bien práctica. Se trata de fraccionamientos 
de terrenos de menos de 300 metros cuadrados, pero que no tienen lo que la ley hoy exige -terrenos de 
esa superficie, con plano inscripto y aprobado, con luz y agua, porque la Ley de Centros Poblados solo 
decía que tenían que tener acceso. 


Son problemas bien puntuales los que pedimos que se convaliden. Esas escrituras corresponden a terrenos 
que no valen más de US$ 10.000. Son cientos de terrenos -hablamos de 300 metros cuadrados; no es una 
gran superficie -comprados en cuotas de US$ 100. Los casos son puntuales y bien concretos. 


SEÑORA MACHÍN.- Los últimos artículos de la ley establecen que, para poder fraccionar, además de 
que cada fracción debe tener 300 metros cuadrados -esa parte ya se está corrigiendo, debe tener 
servicio de agua potable y luz eléctrica. El agua potable es fácil de conseguir porque OSE da el 
contador cuando pasa la red; pero UTE no da servicio si no hay construcción, no se puede construir si 
no hay luz, y no podemos construir si no podemos fraccionar. Es una cadena. Además, se exige 
pavimento y conexión al saneamiento. Muchos de los Diputados son del interior, y sabrán que en 
muchos lugares no hay saneamiento y tampoco se accede a la red de OSE en todos lados. Entonces, 
estamos ante una problemática muy importante. 


El problema más grave que tenemos es que se están aprobando fraccionamientos con una superficie de 300 
metros, pero siguen siendo nulos, porque no tienen luz ni saneamiento, servicios esenciales que establece la 
ley. Entonces, estamos en un problema muy importante. 


Hace diez días atrás me llamó un colega para contarme que tenía un fraccionamiento en Cufré, de 300 metros 
cuadrados, pero en ese lugar no hay agua, y me preguntó qué hacía. Mi respuesta fue que lo hiciera porque 
hay una realidad: nosotros también tenemos que trabajar, y si no lo hace él, lo va a hacer el escribano de la 
vuelta. 


Reitero: nosotros no somos estudiosos del derecho; somos trabajadores del derecho. Somos los que, llegado 
el momento, aplicamos la ley. 


SEÑORA CATEPÓN.- El problema no solo nos atañe a nosotros; no es un asunto netamente de 
escribanos, sino de toda la comunidad. Ocurre en todo el país y afecta a muchos profesionales. No solo 
venimos a plantear el problema por los profesionales, sino para que queden amparados todos los 
involucrados. La idea es solucionar, no complicar aún más la situación. 


Muchos de esos documentos fueron inscriptos y están amparados en la Ley Registral, porque se inscribieron 
hasta que esto salió a la luz. Muchos están con promesas de compraventa y no se pueden hacer las escrituras 
definitivas porque el Registro no las registra, en función de que no tienen 300 metros cuadrados; -otros tienen 
boletos de reserva, y están en situaciones a las que nosotros jurídicamente no les encontramos solución 
porque todo el fraccionamiento es nulo. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Efectivamente, como lo han explicado los escribanos, este problema es muy 
técnico, pero en el fondo, muy fácil de entender. 


Esta solución surgió en una reunión que se llevó a cabo en el marco del Gobierno Departamental de San José, 
encabezada por el Intendente y todos los servicios técnicos involucrados: registradores, ingenieros, 
agrimensores, escribanos, funcionarios de la Intendencia y Diputados de San José de todos los partidos 
políticos. Es una solución que se estaba reclamando a nivel del Congreso de Intendentes porque -como bien 
se dijo -esta es una problemática nacional. 


No se sabe exactamente cuántos son los documentos que están viciados con esta nulidad; casi con seguridad 
afecta más a unos departamentos que a otros, pero a todos en general y, muy probablemente, a gente de bajos 
recursos, dada la dimensión de los terrenos que estamos manejando, que son los que se verían involucrados. 
Esto se debió a que hasta la aprobación de la Ley N” 18.308, sobre ordenamiento territorial, dictada en el año 
2008, las disposiciones eran competencia de los Gobiernos departamentales que, en algunos casos, tenían 
criterios homogéneos, pero particularidades de acuerdo con cada zona en cuanto a los requisitos que se 
preveían para cada instrumento. 


Al aprobarse la ley, los requisitos se declararon de orden público y fueron obligatorios a nivel nacional, 
dejando de lado las particularidades de cada Intendencia. 


Los artículos 2” y 84 en conjunto llevaron a que se generaran incertidumbres y dudas -como lo acaban de 
explicar los escribanos -a la hora de la escrituración de la compraventa, y de la inscripción de los documentos 
que hasta ese momento cumplían con todas las normas. 


No hubo ninguna escritura que se hubiera realizado sin cumplir con las normas. Se hicieron todas en base a 
las normas vigentes hasta ese entonces, que eran normas de alcance departamental. La ley estableció criterios 
generales, de alcance nacional, y declaró nulos -por lo tanto, no inscribibles -todos los actos que se realizaran 
en contravención con la ley. Además, esta ley fue de carácter retroactivo, y todos sabemos -sobre todo en el 
Parlamento -eso siempre genera problemas de índole práctica y jurídica a la hora de su aplicación. Esto trajo 
graves problemas no solo a los profesionales. 


Esto no es responsabilidad de los escribanos que están aquí presentes, sino de escribanos de todo el país, pero 
también de los clientes, o sea, de los ciudadanos, a los funcionarios públicos, a los Gobiernos 
departamentales y a los agrimensores. Todos -sin excepción -de buena fe elaboraron estos instrumentos en 
base a las normas vigentes en cada departamento, que fueron modificadas retroactivamente por la ley 
nacional. 


Existe la posibilidad cierta y concreta -hay informes jurídicos en ese sentido -de la iniciación de juicios a los 
Gobiernos departamentales, a las Juntas Departamentales, a la Dirección Nacional de Catastro, a los 
profesionales intervinientes y demás. No decimos que esto se vaya a concretar, pero es la opinión de los 
Departamentos Jurídicos. 


La solución que encontró ese grupo multidisciplinario que realizó el estudio en el departamento de San José - 
que es trasladable a todo los departamentos -fue firmada por los tres Diputados de los tres partidos políticos 
con representación, y es la de convalidar o validar los instrumentos otorgados hasta la fecha de la ley, en 
función de los problemas que acabamos de describir. Esto no va a causar problemas; no es un retroceso en el 
ordenamiento territorial o en las normas que se han venido dictando para mejorarlo. 


Esta ley merecería un ajuste. Deberíamos ver otros aspectos que hoy no son tan urgentes, pero que de futuro 
requieren de alguna consideración. Indudablemente, habrá que hablarlo con la bancada mayoritaria del 
partido de gobierno, y ya hemos conversado algo al respecto. De todos modos, reitero que esto es algo 
puntual, concreto, que se está reclamando con urgencia y que no va a generar ningún perjuicio porque no 
deroga la ley, sino que permite la transición en su aplicación, solucionando todos esos problemas que se 
generaron por su retroactividad y por la existencia de normas diferentes en cada departamento, todas ellas 
válidas y legítimas -en ese momento era una competencia limitada territorialmente, que en todos los casos se 
cumplieron 


No estamos validando nada que haya sido espurio, sino que se ajustaba a normas departamentales que la ley 
actualmente vigente declara nulas y, por lo tanto, sin ningún valor, y todo aquella persona que crea que hoy 
tiene la propiedad de un inmueble, no tiene nada. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (don Edgardo).- Este tema ya fue considerado en la Comisión cuando 
concurrieron los representantes de la Asociación de Escribanos del Uruguay; creo que fue el año 
pasado. 


Como Comisión debemos tomarlo en cuenta porque, evidentemente, existe una dificultad y también una 
realidad muy compleja y diversa en todos lados. 


En lo personal, me comprometo a tratar de empujar una solución para esta problemática, a pesar de que no 
tengo del todo claro cuál es. El señor Diputado Cersósimo ya planteó una solución. Quizás la nuestra puede ir 
por ese camino, pero en este momento no quiero comprometer una opinión concreta de cómo se podría 
resolver la situación. 


Creo recordar que la ley hace referencia a 300 metros cuadrados y que, a renglón seguido, dice algo así como 
que podrán considerarse excepciones en el caso de planes de viviendas de interés social. 


Reitero que deberíamos considerar lo que dice la ley acerca de los 300 metros cuadrados, pero debemos tener 
cuidado -sobre todo quienes somos del interior, pero creo que también se da en Montevideo, porque se 
aprobaron fraccionamientos en muchos lugares que no son aceptables para el bienestar de la gente porque son 
muy pequeños. La legislación en cada departamento establecía mínimos; recuerdo que en Tacuarembó se 
establecía el mínimo que debía tener un terreno y, en función de ello, se podía fraccionar y escriturar. Lo 
cierto es que muchas veces se vendían terrenos que no coincidían con lo que la legislación establecía y, a 
pesar de ello, la gente ha ido comprando en muchos lugares a través de documentos de todo tipo, sin pasar 
por los escribanos. Creo que se trata de una situación que necesita una regulación porque, en definitiva, es la 
gente la que se perjudica, pero ustedes no están planteando defender esos casos. 


Por otra parte, existe la necesidad de que los fraccionamientos cuenten con servicios. Alguno de los 
Diputados presentes ha sido Intendente y todos sabemos bien que autorizar y legalizar fraccionamientos que 
no tienen servicios hace que se vuelva más difícil lograr condiciones de vida más o menos decorosas en las 
poblaciones. 


También en las zonas rurales este problema es complicado. Digo esto porque hay pueblos establecidos en 
zonas rurales, que se han ido agrandando y la gente ha ido haciendo fraccionamientos a su entera libertad. 
Hoy son poblados consolidados, con casas que están allí desde hace muchos años y la gente no se va a mudar. 
Por eso digo que la problemática tiene una complejidad que va más allá de los 300 metros cuadrados. 


El tema nos preocupa y comprometemos nuestro esfuerzo y trabajo para que lo más rápido posible se pueda 
echar mano a este tema y buscar la mejor solución que contemple esa realidad que se venía dando, pero que 
no abra puertas a situaciones que son inconvenientes. 


SEÑORA MACHÍN.- Lo que estamos pidiendo es la convalidación de planos que ya estaban aprobados 
por las Intendencias y que fueron inscriptos en la Dirección Nacional de Catastro. 


El señor Diputado nos está hablando de una realidad que San José también sufre en Ciudad del Plata, pero 
nosotros estamos planteando la situación particular de planos aprobados por la Intendencia e inscriptos por la 
Dirección Nacional de Catastros. Todos ellos fueron documentos públicos: promesas de compraventa, 
compraventas directas, compraventas con hipoteca de la Agencia Nacional de Vivienda, del Banco 
Hipotecario y de la banca privada. En algunos casos se hicieron compraventas de terrenos para construcción 
de viviendas con préstamos hipotecarios, con lo que no solo la compraventa es nula, sino también la hipoteca. 
No estamos planteando regularizar asentamientos irregulares o fraccionamientos que no cumplan con las 
normativas; lo que estamos pidiendo es que se convaliden los actos realizados en contravención con la Ley 
de Ordenamiento Territorial, pero que cumplieron con las normas vigentes en el departamento, por ejemplo, 
de San José, Durazno, Tacuarembó. 


En Tacuarembó hay un caso muy importante -que no pudimos traer porque no pudimos contactarnos con la 
Presidenta de la Asociación de ese departamento -que está casi a nivel judicial; eso es lo que queremos parar. 
Se cumplió con la normativa vigente, no es lo que el señor Diputado está planteando; quizás hay una 
confusión. [Entiendo la complejidad de la situación. Nosotros queremos que quede claro que en el ámbito 
departamental se cumplió con la normativa vigente. No estamos hablando de los casos de personas que 
marcan terrenos y luego se venden entre ellos con un papelito. Estamos hablando de promesas de 
compraventa, de compromisos de compraventa, de compraventas, todos inscriptos, y muchas veces con 
garantía hipotecaria. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Quiero dejar constancia de que me llamó el señor Diputado del Frente Amplio 
por San José, Walter De León, que está atrapado en otra Comisión, pero me manifestó que se sentía 


muy bien representado. El señor Diputado Alberto Casas también manifestó lo mismo. Ambos son 
firmantes del proyecto. 


SEÑOR VIDALÍN.- Este es un tema de muchísima profundidad y seriedad y llegado el momento hasta 
puede llegar a tener implicancias penales si a través del Parlamento no somos capaces de darle el 
tratamiento que amerita. 


Lo manifestado por las escribanas y el escribano es acorde a la realidad. No abarca solamente a los 
escribanos, sino también a los ingenieros agrimensores y a diferentes instituciones del Estado: las 
Intendencias, la Dirección General Impositiva, la Dirección General de Registro, etcétera. 


Me gustaría que se diera lectura al proyecto que presentamos. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Dese lectura al proyecto. 
(Se lee) 


SEÑOR VIDALÍN.- Pedí que se diera lectura al proyecto que presentamos para evacuar alguna de las 
inquietudes manifestadas por el señor Diputado Edgardo Rodríguez, que nosotros compartimos 
porque, tal como él ha dicho, en muchos casos se aprobaban fraccionamientos que no cumplían con 
determinadas normas. 


Voy a hacer algunas consideraciones -fui asesorado por la Asociación de Escribanos de Durazno -respecto del 
proyecto que hemos presentado. Agradezco la oportunidad de expresar los motivos y fundamentos relativos a 
mi proyecto de modificación de normas sobre la prohibición de validar fraccionamientos que no hayan 
cumplido con las disposiciones contenidas en el artículo 83 de la Ley N” 18.308, modificativa de la Ley 

N?* 10.723, de Centros Poblados. 


La Ley N* 18.308, de Ordenamiento Territorial, sancionada en junio de 2008, determinó áreas mínimas y 
requisitos indispensables para la autorización de los fraccionamientos urbanos y suburbanos, y estableció, 
además, la nulidad absoluta de los fraccionamientos y enajenaciones posteriores que se realizaran en 
contravención de los mínimos requisitos establecidos en dicha norma. 


La realidad -como han manifestado los profesionales presentes -indica que los Gobiernos departamentales, el 
Ministerio de Economía y Finanzas -a través de la Dirección Nacional de Catastro -y el Ministerio de 
Educación y Cultura -a través de la Dirección General de Registro -permitieron, aprobaron e inscribieron en 
todo el país fraccionamientos de predios que no cumplían con lo establecido en la nueva ley, ya sea por no 
observar las áreas mínimas y/o por no contar con alguno de los servicios públicos que exige la norma: agua 
potable, saneamiento, drenaje pluvial, suministro de energía eléctrica, alumbrado público y pavimento. 


Debe entenderse como inapropiado o fuera de lugar que el propietario de un predio que pretenda fraccionar o 
transformar un predio de zona rural a uno de zona suburbana o urbana deba instalar en forma previa -reitero: 
en forma previa, aun sin saber si va a ser aprobado o no por la honorable Junta Departamental y por los otros 
organismos -todos los servicios, aun sin existir la anuencia para su fraccionamiento o pasaje a esa zona 
urbanizada. Es decir que cuando se fracciona o se pretende realizar un proyecto de urbanización, no sabemos 
si va a contar con el beneplácito de la Junta Departamental o de Catastro. Entonces, de ninguna manera ese 
propietario va a colocar agua, luz, saneamiento ni asfaltar las calles. Es una inseguridad total en ese sentido. 
En el interior más. 


Aquí se hablaba de Cufré. Como en muchas de nuestras poblaciones del interior, en Cufré no hay 
saneamiento, existe agua potable parcialmente, así como el asfaltado y el cordón cuneta; la luz eléctrica 
generalmente marcha bien. 


Tengo algunas dudas respecto de la constitucionalidad de esta ley porque en lo personal, como ex Intendente, 
creo que podría afectar la autonomía de las Intendencias. Soy lego y, por lo tanto, no puedo decir que esta 
afirmación tenga solidez, pero en base a la experiencia debo decir que esto ha traído grandes inconvenientes. 


Quienes somos del interior -da la casualidad de que todos los Diputados presentes somos del interior - 
sabemos que lamentablemente en todos los gobiernos, del color y palo que sean, se hacen muchas normativas 
y se toman decisiones desde un escritorio, sin tener conocimiento real de la verdad que se vive. 


Seguramente, siguiendo actuaciones anteriores, los Gobiernos departamentales aprobaron solicitudes de 
fraccionamiento en el entendido de que, en forma simultánea a su urbanización, se les incorporaban en forma 
progresiva todos los servicios necesarios para la edificación. La práctica anterior determinaba que el 
Gobierno departamental autorizaba el fraccionamiento, y una vez que se solicitaba el permiso de 
construcción se requería la instalación de los servicios para obtener la habilitación. Es decir que luego del 
fraccionamiento, antes de permitir la construcción se constataba la existencia de luz, agua, saneamiento y lo 
que pidiera la ley. 


Todos los gobiernos prosiguieron aceptando y aprobando planos de fraccionamiento que no cumplían con las 
áreas mínimas y/o con las condiciones de la nueva ley. Ello no fue observado ni rechazado por la Dirección 
Nacional de Catastro ni por los registros públicos, aceptándose e inscribiéndose planos y escrituras relativas 
al dominio, violatorias de la norma legal. 


Además, resulta una incongruencia manifiesta declarar en el artículo 83 de la Ley_N” 18.308 que por la 
nulidad de fraccionamientos y enajenaciones se establece una multa que va desde las 50 UR a las 50.000 UR, 
cuyo destino y aplicación recaen en el Gobierno departamental que, curiosamente, fue el que aprobó el 
fraccionamiento violatorio de la ley. Es decir que la Intendencia aprueba un fraccionamiento violatorio de la 
ley y se le asigna a la propia Intendencia establecer la multa en su propio beneficio; el organismo 
incumplidor es el encargado de aplicar las multas para sus propias arcas. Toda la actuación posterior en base 
a un plano aprobado por el Gobierno departamental -firma del ingeniero agrimensor, inscripción de planos en 
Catastro, intervención y autorización de escribanos públicos en traslaciones o afectaciones del dominio, 
recaudación de tributos como el IT'P, el IRPF, y el IRAE por parte de la Dirección General Impositiva, 
inscripción en la Dirección General de Registros, IVA por edificaciones en dichos predios, Impuesto al 
Patrimonio -es sancionada por la norma con la nulidad absoluta de la actuación. 


A su vez -esto es lo que más los afecta-, se establece la responsabilidad solidaria en las sanciones de todos los 
involucrados, entre los cuales se encuentra el propio Gobierno departamental, la Dirección General de 
Catastro y la Dirección General de Registros, además de los profesionales intervinientes. 


El proyecto que nosotros hemos presentado pretende dejar sin efecto las nulidades y sanciones establecidas y 
declarar válidas y eficaces las actuaciones de todos los involucrados, eliminando una situación de inseguridad 
jurídica y patrimonial. El proyecto solo pretende subsanar actuaciones que se hayan cumplido hasta la 
vigencia de esta norma -solo hasta la vigencia de esta norma-, en el entendido de que será resorte del Estado 
aplicar la norma "in totum" o buscar alternativas que determinen para todos los involucrados reglas claras y, 
en especial, viables. 


Creo que a través de este proyecto se puede enmendar y encontrar una solución sin modificar la ley ni el 
espíritu del Gobierno, pero nunca estaría de más -porque sé que ese es el espíritu de esta y de otras 
Comisiones del Cuerpo -poder realizar consultas también a otros órganos. He oído que lo han hecho con la 
Asociación de Escribanos del Uruguay, pero quizás también se podría consultar al Congreso de Intendentes, 
al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, al Colegio de Escribanos del 
Uruguay y a la Dirección Nacional de Catastro. 


No obstante ello, entiendo que el tratamiento de este proyecto de ley tiene una premura importante, porque 
existe una preocupación muy grande a nivel de los profesionales actuantes y de las personas que han 
realizado sus negocios -muchos de ellos con la ilusión de contar con vivienda propia -y porque creo que ha 
habido claridad en las expresiones de quienes ya han pasado por esta Comisión: los escribanos y mis colegas 
Diputados de San José. 


Quiero agradecer que nos hayan permitido hacer este aporte. 


SEÑOR LIMA.- Sin duda, es una dificultad muy grande la que se genera a partir de esta nueva 
normativa. Fui anotando algunos de los inconvenientes que se plantean y que pueden surgir. 


Si entendí bien, la propuesta de los escribanos de San José es la convalidación de aquellos planos inscriptos 
con posterioridad a la Ley N” 18.308 en la Dirección Nacional de Catastro y en las Intendencias, cumpliendo 
con la normativa departamental. 


SEÑOR VIDALÍN.- Se trata de situaciones que surgieron en el período que va desde la aprobación de 
la ley hasta su aplicación -podríamos decir, su reglamentación-, en el que las Intendencias, la Dirección 
Nacional de Catastro y la Dirección Nacional de Registros realizan las inscripciones. En un momento 
dado eso explota, y cuando eso pasa nos damos cuenta de que hay miles de estas situaciones en todo el 
país, en las que se encuentran implicados las instituciones y los profesionales. 


SEÑOR LIMA.- Estamos de acuerdo en que el problema está planteado y que hay que buscarle una 
solución. 


Por el efecto retroactivo de la Ley N* 18.308, puede que en algún momento alguien plantee, inclusive, que va 
en contra del artículo 32 de la Constitución de la República, que consagra el derecho de propiedad, que solo 
puede ser limitado por interés o utilidad general. 


Uno no puede evitar la referencia al departamento en el que vive. Estoy pensando en todos aquellos padrones 
sin título de propiedad, con una superficie inferior a los 300 metros cuadrados, en donde muchas familias han 
construido sus viviendas: en el barrio Uruguay hay 180 viviendas en esa situación; en el barrio Nuevo 
Uruguay, 280; en el barrio Andresito, 100; en el barrio Quiroga, 600; en el barrio Artigas, 200. Solo en esos 
barrios hay cerca de mil viviendas en esta situación. 


También está lo ocurrido con posterioridad a la Ley_N* 18.308: los fraccionamientos y los títulos de terrenos 
de superficies menores a 300 metros cuadrados o sin servicios, amparados en legislaciones departamentales 
dispares y que muchas veces se contradicen con la Ley de Ordenamiento Territorial. 


A todo esto, se suman las interpretaciones, que en derecho puede llevar a que cada persona tenga una 
interpretación distinta a la de los demás. 


Entonces, creo que todos coincidimos en que es un problema complejo. Creo que lo que podemos transmitir - 
me parece que es el sentir de todos los legisladores -es que hay que buscar una salida efectiva a esto, porque 
hay abogados, escribanos, agrimensores e instituciones -Juntas Departamentales e Intendencias -afectadas. 


Algunos legisladores han hecho aportes que deberíamos hacer nuestros y tratar de buscar, con la mayor 
celeridad posible, una solución a este problema. Por lo menos ese es mi compromiso personal. Trataremos de 
buscar una solución que dé seguridad jurídica a estos miles de uruguayos que tienen este problema. 


SEÑORA RODRÍGUEZ (doña Virginia).- Programas que están en ejecución como el PIAI y MEVIR 
no cumplen con la ley. Por ejemplo, en San José MEVIR está construyendo en centros poblados que no 
tienen servicios: no hay pavimento, no hay alumbrado público ni saneamiento. 


Necesitamos una solución urgente. Esto no ha tomado estado público, pero cuando lo tome, se verá la 
cantidad de gente perjudicada; es mucha la gente involucrada en todo el país. 


SEÑORA MACHÍN.- Les agradecemos que nos hayan recibido, pero insistimos en que estamos muy 
preocupados y que necesitamos una solución urgente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Vivienda, Territorio y Medio Ambiente les agradece su 
presencia. 


(Se retira de Sala la delegación de la Asociación de Escribanos del Uruguay, filial San José) 


——— Como hay dos proyectos de ley en la Comisión, a los efectos de no recibir mucha gente y estar hasta fin 
de año estudiando el tema, sería bueno enviarlos a la Asociación de Escribanos del Uruguay solicitándole que 
nos manden su opinión por escrito y, eventualmente, nos sugieran una normativa para resolver este problema. 


A su vez, haríamos las consultas políticas para ver si hay ambiente -inclusive, a nivel de los Intendentes de 
los diferentes partidos políticos -para resolver esto. 


SEÑOR MAZZONI.- Sugiero que también se envíen los proyectos a la Asociación de Agrimensores del 
Uruguay. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el procedimiento propuesto. 


(Se vota) 
——— Cinco por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


